
CÁMARA DE APELACIÓN EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CON ASIENTO EN LA PLATA. AMPARO AMBIENTAL. LEGITIMACION. DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL.
Con fecha 10 de agosto de 2010, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata en la causa Nº 9709-M CCALP “PAZZAGLIA CARLOS ALBERTO Y OTROS C/ AUTORIDAD DEL AGUA DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTROS S/ AMPARO - INCIDENTE DE APELACION”,  resolvió, admitir parcialmente la acción de amparo incoada, suspender el emprendimiento de volcado de efluentes de la planta de faena avícola que ventila el proceso, hasta tanto se sufraguen las exigencias del artículo 23 de la ley 11.723 y rechazarla en lo demás, con costas en ambas instancias a la parte demandada vencida.
CAUSA Nº 9709-M CCALP “PAZZAGLIA CARLOS ALBERTO Y OTROS C/ AUTORIDAD DEL AGUA DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTROS S/ AMPARO - INCIDENTE DE APELACION”

En la ciudad de La Plata, a los  diez  días del mes de Agosto del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “PAZZAGLIA CARLOS ALBERTO Y OTROS C/ AUTORIDAD DEL AGUA DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y OTROS S/ AMPARO - INCIDENTE DE APELACION”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N°2 del Departamento Judicial de Mercedes (expte. Nº -103671-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Claudia Angélica Matilde Milanta y Gustavo Daniel Spacarotel.


El Tribunal resolvió plantear la siguiente

C U E S T I Ó N

Apelada por la parte actora la decisión que declara abstracta la controversia y sólo la imposición de las costas por el recurrente de fojas 143. ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1. Los actores, Carlos Alberto, Beatriz del Carmen, Domingo Abel, María del Carmen y Jorge Daniel Pazzaglia,  Margarita Duff y Eugenio García Naranjo, todos con patrocinio letrado, promueven acción de amparo ambiental contra la Autoridad del Agua de la Provincia de Buenos Aires y la Municipalidad de San Antonio de Areco, impugnando la Resolución n° 523/07 y la Ordenanza Municipal n° 3260/07 en cuanto aprueban la actividad del establecimiento particular al que refieren (fs. 17/53).


A ese efecto, invocan su calidad de vecinos de la localidad de Villa Lía del Partido de San Antonio de Areco y hallarse afectados por el volcado autorizado de efluentes sobre la vía pública, con destino en el Arroyo Doblado, provenientes  del establecimiento industrial de propiedad del Señor Armando Martinovic, sito en esa misma localidad y dedicado a la faena de aves.


Comprende la pretensión el cese de las obras tendientes a lograr ese volcado de líquidos residuales y la aplicación de las normas ambientales provinciales que consideran con vigor (decreto ley 5965/58, y leyes 11.723 y 12.257, entre otras).


En ese contexto, decretada la medida cautelar de no innovar por el juez de la causa, se presenta el titular del establecimiento, a fojas 563/564, y solicita  la audiencia que finalmente se celebra a fojas 600/602, no obstante el curso de la causa que ofrece las presentaciones de la Autoridad del Agua y la Comuna accionada, reportando la legalidad, tanto de la Ordenanza n° 3260/07, como de la Resolución n° 523/07.


La providencia que clausura el proceso en la anterior instancia (fs.786/787) declara abstracto el dictado de una sentencia que decida sobre la controversia, en base a la clausura del efluente industrial que ésta ventilara, efectuada a instancias de la inspección realizada el día 14.08.08 por la Autoridad del Agua en cumplimiento de la medida cautelar ordenada  oportunamente (fs. 689/690 y fs. 711/778).


Así las cosas, son los agravios de la parte actora, deducidos contra ese rumbo decisorio, los que generan la intervención de esta cámara.


También la motiva el recurso deducido por el titular del establecimiento de faena, no obstante, en este caso, sólo dirigido a la imposición en costas.


Los recursos son admisibles a la luz de las reglas que suministra el cuerpo adjetivo aplicado al proceso (art. 17 ley 13.928). 

La competencia de este tribunal para conocer de ellos resulta del artículo 19 de la ley 7166, cuyo vigor es doctrina unánime y pacífica construida alrededor del artículo 21 de la ley 13.928 (conf. causas CCALP n° 9065 y CCALP n° 9093, entre otras).


Pasaré a ponderarlos. 

Esa tarea abordaré en lo inmediato.

2. a) Comienzo por destacar que no ha mediado embate desde ninguna de las partes a un curso procesal que, hasta la intervención de esta cámara del 26.11.09, adolecía de una carencia de integración definitivamente subsanada con los términos de la presentación recursiva posterior del Señor Armando Humberto Estéban Martinovic, en su carácter de titular del establecimiento que suscitara el caso ante la jurisdicción.


Esa circunstancia ha sabido validar el trámite adjetivo, dejando expedito, en esta instancia, el tratamiento de los recursos articulados.


Tal mi primera conclusión.

Ella habilita el ingreso a los agravios dirigidos a demostrar la ausencia de neutralidad decisoria para el litigio.


b) Pues bien, en esa tarea, valoro con error de juzgamiento el juicio de neutralidad, para la cuestión litigiosa, que conduce el destino del planteo en primera instancia.

El curso de la contienda queda a distancia de exhibir ese contorno. 


En efecto, lo inocuo de la sentencia no puede predicarse sino desde la solución del conflicto por motivos ajenos al proceso y acaecidos durante su transcurso, siendo que el juez de la causa se informa en un acontecimiento ocurrido  dentro de él, condicionada su vigencia a su conclusión y en exclusivo tributo a un resultado hipotético susceptible de asegurar.


Queda en claro que el cumplimiento de la medida cautelar, que el juez del caso ve traducido en la clausura del efluente por la Autoridad del Agua, se reporta al espacio transitorio que le es inherente y tiene destino a término con el fin del proceso.


Así, no puede confundirse con este último y menos para ser considerada como respuesta final al conflicto en trámite (conf. arts. 5, 9 y ccs. ley 13.928, 195, 230 y ccs. CPCC).


Pues si así lo fuera, y con la resolución cautelar se consumara el objeto procesal, ésta habría ingresado en un ámbito de adelantamiento de la jurisdicción que desnaturalizaría su perfil propio y quebraría la regla del debido proceso (conf. art. 18 CN).


De todos modos tampoco a esa hipótesis se refiere el supuesto en análisis.


Como se ve, asiste razón al apelante sobre este aspecto, en cuanto encamina sus agravios a demostrar la presencia reinante de las aristas de conflicto que todavía reclaman la decisión final de la jurisdicción.


El decisorio pues merece ser revocado.


No obsta a esa inferencia el argumento de réplica de Fiscalía de Estado, quien pregona acerca de la resolución n° 657/08 como desvinculada de las contingencias procesales, siendo que la actuación de fojas 690, emanada de la propia autoridad provincial, desmiente esa prédica.


De ese reporte surge que la clausura de la descarga de líquidos residuales guarda estrecha relación con la contingencia procesal cautelar, oportunamente ordenada en la causa (fs. 240/241). 


Ello así deja sin consistencia ese aspecto de responde.


c) Desde esa propuesta corresponde considerar y resolver la cuestión de fondo.


  Comienzo por dejar a salvo la legitimación de los actores, más allá que esa cuestión no haya sido objeto de polémica.

Tengo para mí, en la exégesis del artículo 43 de la Constitución Nacional, una amplia legitimación que alcanza a “cualquier afectado” en procura de una respuesta tutelar frente a acciones lesivas a su interés concurrente.


La titularidad indiferenciada y la afectación común, que distinguen a las situaciones de incidencia colectiva de otras con notas de exclusividad, modelan una habilitación adjetiva sin  cortapisas a favor de toda persona que invoque una disfunción ambiental, siempre que sus alcances y consecuencias indeterminadas ofrezcan un daño susceptible de particularizarse en ella como miembro de la colectividad afectada (en el mismo sentido mis votos en causas Nº 1085, CCALP, “Rodoni“, sent. del 15-11-05, Nº 2284, “Gutiérrez“, CCALP, sent. del 27-12-05 y N° 9480, “Díaz“, CCALP, sent. del  30-12-09).


Circunscripta pues la contienda al amparo colectivo del mencionado precepto constitucional (art. 43 CN cit), cuya extensión, sin perjuicio de su juicio de procedencia, podría comprender a las circunstancias de hecho en las que los demandantes intentan sostener su pretensión, cabe asignar al curso procesal el carácter excepcional con que aquel texto lo perfila (art. 43 CN).

Ello así, sin perjuicio del acceso jurisdiccional que para la materia aporta la ley provincial nº 11.723 (art. 28 CPBA), en cuanto su capítulo IV deslinda las acciones que, para los casos del artículo 34 o para los del  artículo 36, regula de ordinario a través del carril sumarísimo y con la amplitud probatoria que contempla (conf. art. 37 ley cit.). 

Esto último, sin idéntica recepción en el proceso seguido en la causa por aplicación directa de las reglas de aquel remedio de excepción. 

Y, ello así, conforme fuera impreso el curso adjetivo, sujeto al contorno del artículo 20 inciso 2 de la Constitución de la Provincia  (ley  13.928).

En suma, la calidad de vecinos de la localidad en la que el establecimiento de faena de pollos se encuentra afincado como la afectación de la vía pública y el sitio de derivación del volcado en un curso de agua comprendido en esa vecindad, son todas circunstancias que le confieren a los actores el carácter de “afectados” en los términos de la norma constitucional (art. 43 CN).

Ellas mismas dejan expuesta para todos una situación de impacto directo, en un espacio de un interés concurrente de titularidad indiferenciada que es comprensivo de un universo mayor (conf. mis votos en causas citadas).


Despejada así la legitimación de los demandantes cabe confinar la controversia al marco legal aplicable en línea con las posibilidades del intento procurado y su configuración fáctica.


Hacia ese destino inclino mi rumbo.


d) La acción emprendida por los actores expuso un embate múltiple, del que luce un primer rumbo hacia la impugnación de los reglamentos dictados por la Autoridad del Agua de la Provincia de Buenos Aires (res. n° 523/07) y la Municipalidad de San Antonio de Areco (Ordenanza n° 3260/07), con fundamento en que ambos habrían inobservado normas de protección ambiental al autorizar, en sus diversos términos, las obras destinadas al volcado de efluentes por la vía pública hacia un curso natural de agua.


Pues bien, ese tópico, así articulado, carece de recepción posible en el contexto de un proceso precautorio como el abierto.

Este ha sido encuadrado en los extremos de sujeción del artículo 43 de la Constitución Nacional, siendo que el caso cuenta con rutas adjetivas específicas en el ámbito local que son propias para una especie que, si bien reporta un interés legítimo de los demandantes abonado por lo expuesto en el apartado c), requiere destino en una conducta debida de la administración y en orden a ella el saneamiento, por una vía anulatoria, de los vicios de legalidad de las resoluciones administrativas ventiladas (conf. art. 166 CPBA, 12, 13 y ccs. ley 12.008, t. seg. ley 13.101).


El proceso tutelar incoado no reporta variable para ese acceso y por lo tanto la especie articulada, en cuanto se dirige a impugnar la validez de aquellos reglamentos, no puede tener acogida en el espacio de la acción promovida.


Así me pronuncio.


e) No obstante, la postulación inicial transita un curso que se apoya también en la vulneración de normas ambientales aplicables al emprendimiento particular, con prescindencia de la conducta administrativa y valoradas desde un espacio precautorio con entidad suficiente para abastecer un pronunciamiento en tal sentido, más allá de las cortapisas de acción señaladas en el párrafo anterior y en línea con un  orden tutelar que coloca subsidiariamente a la jurisdicción en el deber de preservarlo (conf. art. 23 ley 11.723).

En efecto, la respuesta que aporta el mencionado artículo 23 se revela con autonomía suficiente, en tanto el destino protectivo que la define limita su rumbo a la suspensión del proyecto hasta tanto éste cuente con la declaración de impacto ambiental que le sea exigible (conforme el criterio que dejara expuesto en causa N° 2403, “Sociedad de Fomento de Cariló”, CCALP, sent. del 28-06-07).

Ciertamente no escapa a mi ponderación que el titular del establecimiento de faena avícola ha intentado demostrar la inexigibilidad de la declaración de impacto ambiental a la que tributa esa disposición (conf. art. 10 ley 11.723), sostenido, en esencia, en que la aptitud ambiental del establecimiento (fs. 788) la comprendería.

Ese propósito, que deja ver la causa más allá de la extemporánea denuncia del hecho nuevo argumentado y su inadmisibilidad en este proceso, enfrenta, de un lado la ausencia de acreditación en contrario de una circunstancia que coloca al emprendimiento de efluentes como una obra nueva que en sí misma queda sujeta a aquella declaración, y  del otro a una especie industrial que también la exige (conf. arts. 28 CPBA,  10, 20, y anexo II incisos 2, 4 y 7 ley 11.723).

La derivación de los vertidos por la vía pública hacia un arroyo, su condición de líquidos servidos y el carácter de establecimiento de tercera categoría para la planta (conf. art. 15 ley 11.459), constituyen elementos que la causa no ha desmentido suficientemente y concurren para el requerimiento de la exigencia del indicado artículo 23 de la ley 11.723.

Y aún en la hipótesis posible de otras decisiones oficiales que la comprendan, ello así debe resultar de manera categórica. 

El caso no reporta, y en mucho, esa variante (conf. arts. 97 y siguientes ley 12.257).

Así las cosas, corresponde me pronuncie por la procedencia parcial de la acción instaurada, en cuanto el caso queda comprendido en el supuesto del artículo 23 de la ley 11.723, y por la suspensión del emprendimiento vinculado al volcado de efluentes de la planta de faena que reporta el proceso, hasta tanto se sufraguen las exigencias expuestas. Y rechazarla en lo demás considerado en el apartado d) de este voto.

En materia de costas los agravios carecen de recibo.

El titular del establecimiento fabril, que tomara intervención en autos, no ha impugnado su defectuosa participación adjetiva, que sólo reivindica para eximirse de la carga procesal impuesta.

Ese ha sido su argumento de embate que no incluyó ni los alcances de la neutralidad decisoria declarada ni otros aspectos.

El Señor Armando Humberto Estéban Martinovic ha quedado integrado al proceso como parte en defensa de un interés propio, y así comprendido en los alcances principales y accesorios de la sentencia que lo clausure.

En ese entorno no puede dudarse de su condición de vencido, a la luz del pronunciamiento que propicio, y en ese marco, junto a las entidades públicas traídas a proceso, soportar las costas generadas en él.

Para estas últimas por cuanto, si bien la acción de impugnación no prospera, la resolución del litigio se presupuesta en una medida jurisdiccional de auxilio frente a su propia inacción (conf. art. 23 ley 11.723). 

Ello así las deja en la misma posición.

Por lo tanto, también me pronuncio por la imposición de las costas en ambas instancias a todos los vencidos (conf. arts. 5, 19 y ccs. ley 13.928 y 274 del CPCC).

Así, propicio:

Admitir parcialmente la acción de amparo incoada y suspender el emprendimiento de volcado de efluentes de la planta de faena avícola que ventila el proceso, hasta tanto se sufraguen las exigencias del artículo 23 de la ley 11.723 y rechazarla en lo demás, con costas en ambas instancias a la parte demandada vencida (conf. arts. 20 inc. 2 CPBA, 1, 2, 16, 17, 19 21 y 

ccs. ley 13.928 y 19 ley 7166).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

I.- Concuerdo con el destino preventivo, que para el caso,  informa el voto de mi colega Dr. De Santis, en relación a la exigencia de la declaración de impacto ambiental prevista por el artículo 23 de la ley 11.723, para el emprendimiento de autos.

II.- Ello así, toda vez que en virtud a la forma en que se hubo desarrollado el proceso de amparo ambiental, no se cuentan, -hasta el momento- con elementos suficientes para abordar un trámite anulatorio y/o impugnatorio dentro del actual proceso, el que por su naturaleza, no resulta ajeno, de brindarse los medios probatorios necesarios para configurar la litis en ese extremo de condena. Es pues entonces, la orfandad constitutiva del presente litigio el que impide un pronunciamiento que supere, la sentencia preventiva que se predica; empero, en modo alguno propugno la abstención previa por el sólo argumento de excluirla en el ámbito del proceso ambiental que pregona el artículo 43 de la C.N. y 20, 28 de la Const. Pcial.-

III.- También estimo conducente la imposición de costas a la parte citada como tercero,  en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial, ello así toda vez que, la presente sentencia dictada lo afecta como a los litigantes principales (art. 96 citado), por lo que responde también de las costas si aquélla le resulta adversa.-

Con las salvedades expuestas, adhiero al voto del Dr. De Santis.

Así lo voto.-


A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:


Con la salvedad –además de lo expuesto en el segundo voto- en torno a la índole de la acción de amparo (v.pto.2.c., del primer voto), conforme al criterio que vengo sosteniendo (cfr. mi voto en la causa N°28, “Dorrego”, sent. del 30-09-04, entre muchos) adhiero al voto del Dr. Spacarotel y doy el mío en igual sentido.


De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se admite parcialmente la acción de amparo incoada y se suspende el emprendimiento de volcado de efluentes de la planta de faena avícola que ventila el proceso, hasta tanto se sufraguen las exigencias del artículo 23 de la ley 11.723 y se la rechaza en lo demás, con costas en ambas instancias a la parte demandada vencida (conf. arts. 20 inc. 2 CPBA, 1, 2, 16, 17, 19 21 y ccs. ley 13.928 y 19 ley 7166).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.


Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº   339 (S).
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